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                          Esto es infinitamente triste. Tengo la misma consideración por la sangre vertida de un lado y de otro.


                        


                      


                    


                  


                


              


            


          


        


      


    


  




  

    José Antonio Primo de Rivera,


    17-XI-1936.




    A mis padres, Rogelio y Blandina,


    porque me lo dieron todo y ahora la vida es


    muy dura con su ausencia.


  




  

    1.


    La proclamación de la República y la política por necesidad familiar.





    Los enanos han podido más que el gigante.


    Se le enredaron a los pies y lo echaron a tierra.


    
 J. A. Primo de Rivera, 1931.




    Alfonso XIII se encontró al final de su reinado en la más desconsoladora soledad. Abandonado por todos los dirigentes del estéril y corrupto sistema político de dos partidos turnantes en el Poder, por haber auspiciado la Dictadura de Primo de Rivera para regenerarlo, decidió expatriarse y que los españoles decidieran libremente su futuro político. Sin el apoyo de los dos partidos dinásticos, no tenía a mano ninguna otra salida política en el momento que el Comité revolucionario desencadenó una convulsión política que le permitió convertirse en Gobierno Provisional y proclamar inmediatamente la República el 14 de Abril de 1931, sin la menor resistencia ni oposición.




    El primogénito del dictador, José Antonio Primo de Rivera, nunca se había metido en política ni ejercido ningún cargo público hasta que a la caída de la Dictadura presidida por su padre se lanzó a la arena para defender su honradez y su gestión gubernamental. El General Primo de Rivera había fallecido “de pura tristeza” en el exilio de París después de perder sorpresivamente el Poder, a comienzos de 1930, por discrepar con el rey sobre sus planes para levantar un nuevo régimen constitucional. Su Majestad, cuando consideró agotada la Dictadura, pretendía volver a la “normalidad constitucional” que él mismo había subvertido en 1923, mientras que el dictador no quería ni oír hablar de volver atrás, porque lo consideraba políticamente inviable. Un suicidio de la Monarquía. Hasta tal punto, que el 26 de Enero de 1930 intentó impedirlo con otro golpe de Estado, esta vez contra el rey. Y aunque formalmente, al fracasar en su empeño, se trató de una dimisión, presentada al día siguiente de su intentona, fue Alfonso XIII quien “le depuso cobardemente”, en opinión de su propio hijo y tal como manifestó en la vista oral del juicio celebrado en Alicante en 1936 que le condenó a la pena capital, donde también reveló que durante el mes y medio de exilio que precedió a la muerte de su padre, el 16 de Marzo de 1930, no recibió ni un solo mensaje de Palacio interesándose por su delicado estado de salud. José Antonio estaba convencido que el “estado de melancolía” en que se sumió su padre al ser arrojado del Poder por el rey acabó con su vida. Pero como no hay mal que por bien no venga, la muerte repentina que le sobrevino en un hotel de París recostado en la cama, con las gafas puestas y un libro entre las manos, le ahorró el sufrimiento de ver la caída de la monarquía el 14 de Abril de 1931, dicho con sus propias palabras:




    “Fue misericordia de Dios el llevárselo a las regiones de la paz eterna. Tras un breve martirio, el descanso. ¡Eran muchos sus merecimientos para que la divina generosidad no le indultara de este espectáculo!”.




    A moro muerto, gran lanzada. Es lo propio de un buen español. Los que ni rechistaron y se beneficiaron mientras se mantuvo en el Poder, cuando lo perdió, no sólo lo abandonaron, sino que lo acusaron de todos los males, sin el menor pudor. José Antonio estaba también firmemente convencido que su “padre había sido traicionado” por la vieja clase política, que fue posteriormente barrida “por una elección popular” que dio paso a la República, de lo que en cierto modo se regocijó (Las palabras entrecomilladas están sacadas del Proceso seguido contra José Antonio Primo de Rivera*, AHN, FC, CG, Leg. 1501, Caja 2).




    Tras la Dictadura, la Dictablanda. Cuando el Gobierno presidido por el General Berenguer, que sucedió al del general Primo de Rivera el 30 de Enero de 1930, anunció su intención de poner en marcha “la vuelta a la normalidad constitucional” con la convocatoria de elecciones generales a Cortes, los ex ministros del dictador depuesto fundaron un nuevo partido político para concurrir a los comicios con su programa de modernización social y económica, interrumpido en su aplicación bruscamente con su repentina caída. Lo que les movió a crear la nueva formación política fue que la Unión Patriótica que había impulsado el dictador desde su Gobierno, se desintegró rápidamente al ser arrojados del Poder con su destitución. El nuevo partido, llamado Unión Monárquica Nacional, impulsado por el Marqués de Quintanar, el Conde de Guadalhorce, José Calvo Sotelo y el primogénito del dictador, estaba arropado por aristócratas y otros personajes de relieve social identificados con la Dictadura, y fue presentado en sociedad el 15 de Abril de 1930. Madrugaron más que nadie. Antes de que los dos viejos partidos monárquicos pudieran reconstituirse y prepararse para los comicios anunciados por el Gobierno de Berenguer para la primavera de 1931, la Unión Monárquica Nacional fue la primera en lanzarse a una campaña de propaganda electoral que José Antonio inició en la provincia de Cádiz a comienzos del verano de 1930, donde anunció su intención de presentarse como candidato electoral por el distrito de Jerez de la Frontera para defender la labor política de su padre (La Nación, 2-VII-1930).




    Tras las vacaciones veraniegas de rigor, en los primeros días de Septiembre, los tres principales impulsores de la organización se lanzaron a una campaña de propaganda que por decisión de Calvo Sotelo empezó por Galicia y terminó en Bilbao, dando mítines en varias localidades, que no fueron todas las que tenían previstas por la bronca hostilidad que se desató contra ellos. En el mitin de la Plaza Mayor de Carballiño (Orense) fue donde precisamente José Antonio descubrió el porqué de lanzarse a la arena política, al confesar que “no se le había despertado la vocación política hasta que recibió en Madrid el telegrama que le anunciaba la muerte de su padre” (J. A. Primo de Rivera, Escritos y discursos, 1976, p. 57). Y en el mitin del Frontón Euskalduna de Bilbao, el 5 de Octubre, terminó su discurso pidiendo el voto para la Unión Monárquica Nacional porque en esos momentos trascendentales ya no se vislumbraban más que dos caminos: “o la revolución o la contrarrevolución; o nuestro orden tradicional o el triunfo de Moscú” (La Nación, 6-X-1930).




    En todos los mítines, José Antonio reivindicó la honradez y gestión política de su padre y de la Dictadura porque, entre otras cosas, “logró que la verdadera ciudadanía se robusteciera”, con lo que se le podía replicar que sembró para que otros recogieran la cosecha. Cuando empezó esta campaña de propaganda de la Unión Monárquica Nacional al final del verano de 1930, aún no tenía 28 años cumplidos, puesto que había nacido el 24 de Abril de 1903, en el domicilio familiar de la Calle Génova de Madrid, un inmueble que era entonces la sede del Instituto Social de la Marina. El edificio sigue en pie e intacto en el actual número 24 de la calle, haciendo esquina con la de García Gutiérrez, el dramaturgo progresista autor de la obra que hizo famosa Verdi, El Trovador, donde sorprendentemente se conserva la inscripción que recuerda su nacimiento. A ver cuánto dura, porque por estos pagos el rencor es veneno en los políticos que no son capaces de asumir que el pasado es patrimonio de todos, y no paran hasta borrar el rastro de quien no les gusta para que sus plumíferos subvencionados escriban la historia a su antojo.




    El bautismo de fuego en la actividad política no pudo ser más decepcionante para un joven de buena familia, culto y tan sensible como él, en lo que sin duda influyó la convivencia con su abuela y sus tías paternas al quedarse huérfano en la infancia. Su madre, Casilda, falleció en 1909, a los pocos días de dar a luz a su hermano Fernando. Tras estudiar el bachillerato en los institutos de enseñanza media de Madrid (Cardenal Cisneros) y de Cádiz, y recibir complementariamente una educación plurilingüe esmerada, descartó las matemáticas contrariando a su padre, que lo quería ver de ingeniero de caminos, y se puso a estudiar Derecho en 1918. Y tras los cursos de rigor, consiguió la licenciatura por la Universidad Central, ubicada en el viejo caserón de San Bernardo, antes de la edad reglamentaria para poder ejercer la profesión de abogado, por lo que empezó el doctorado, que abandonó para realizar el servicio militar en el Regimiento de Caballería Nº 9 de Barcelona, donde su padre, a la sazón Capitán General de Cataluña, se puso al frente del Pronunciamiento militar del 13 de Septiembre de 1923, invocando el nombre del rey. Eligió el Arma de caballería porque era aficionado a la hípica, que practicaba asiduamente en la finca de su tío abuelo, el general Fernando Primo de Rivera, primer Marqués de Estella, en Robledo de Chavela, donde además solía pasar los veranos. Sus obligaciones con la Patria concluyeron en Madrid como alférez del Regimiento de Húsares de la Princesa cuando su padre se había convertido por obra y gracia de S.M. Alfonso XIII en “Ministro universal del Estado”, esto es, dictador. ¿Qué tipo? El Cirujano de hierro preconizado por los Regeneracionistas tras el Desastre del Noventaiocho. Un remedo cromwelliano para tan preocupante situación como la creada en el verano de 1921 por el Desastre de Annual: un militar locuaz, mujeriego, fatuo y jaranero, ocurrente y caprichoso; pero no sanguinario ni ambicioso. Y el engendro que de su mano salió, fue una dictadura comisoria para acabar con la oligocracia corrupta e ineficaz imperante, regenerar la democracia y modernizar la nación.




    El hijo, a pesar de su edad, tenía, desde luego, toda la confianza en que con su padre en el Poder no habría “abusos” y que dedicaría todo su esfuerzo a “la obra de que es capaz cualquier hombre honrado y sensato: purgar la corrupción que ahogaba a nuestra política y hacía imposible toda enmienda”, para emprender a continuación una tarea de “reconstrucción” nacional, lo que ya no podrían acometer los militares que le respaldaban por su falta de capacitación técnica, sino nuevos hombres, “aptos y probos”, que tendrían que salir de la sociedad civil (Carta autógrafa de José Antonio a su amigo Ramón Serrano Suñer, compañero de universidad, reproducida por Ignacio Merino: Serano Suñer. Conciencia y Poder…, 2004).




    Al concluir el servicio militar, José Antonio se colegió como abogado en Madrid, el 3 de Abril de 1925, y abrió bufete en el bajo del domicilio familiar, en la calle de los Madrazo, y además de matar el tiempo con sus inquietudes literarias, que de momento le atraían tanto o más que el Derecho, consiguió un excelente trabajo, porque fue contratado como asesor jurídico de la Compañía Telefónica, con más de veinticinco mil duros de sueldo anual, lo que según denunció un político de la época, Ángel Ossorio y Gallardo, se debió a la mano protectora de su padre, erigido a la más alta magistratura del Estado por S. M. el rey. Indignado de que se pusiera en cuestión la honra familiar, aunque fuera en privado, el dictador metió en la cárcel al supuesto difamador y le replicó con una Nota oficiosa de inserción obligatoria en la Prensa en la que se le fue un poco la mano, porque convirtió a su hijo “en un joven doctor en Derecho”, titulación que en realidad nunca alcanzó, “que habla el inglés como el español” y “con sobresalientes y matrículas de honor en enseñanza oficial”, lo que se acerca más a la verdad.




    La campaña de la Unión Monárquica Nacional en la que José Antonio se embarcó haciendo de telonero del Conde de Guadalhorce y José Calvo Sotelo, le dejó tan mal sabor de boca, como le comentó años después a Fernando Meleiro, jefe provincial de la Falange de Orense, que nunca olvidó el recibimiento que les propinaron, sobre todo en Galicia, donde en casi todas partes intentaron reventar sus mítines y en algunos lugares fueron silbados, abucheados y apedreados de lo lindo. El clima político del momento lo refleja el hecho de que se llegó a convocar una huelga general como protesta contra esta campaña política. Pero quienes movieron los hilos para que estos espontáneos alborotadores reventaran la campaña de la Unión Monárquica Nacional, no fueron los viejos politicastros de las Cortes dinásticas que José Antonio despreciaba, sino políticos emergentes como Casares Quiroga, que se sumarán a la coalición republicano-socialista triunfante. Salvo contados y conocidos casos, la mayoría de los viejos políticos serán superados por los acontecimientos, lo que por cierto José Antonio intuyó en el momento de la celebración de las elecciones municipales del 12 de abril de 1931, que eran la primera fase de un proceso electoral que concluiría con las elecciones generales a Cortes, con efectos constituyentes, que evidentemente nunca se celebraron, porque el 14 de Abril, un ex ministro de la Corona y desertor del monarquismo, Don Niceto Alcalá-Zamora, supo desencadenar una gran convulsión política que posibilitó la proclamación de la República ante el suicidio de la Monarquía.




    En plena vorágine de la campaña electoral entre las dos coaliciones enfrentadas en este primer round, las fuerzas monárquicas y la coalición republicano-socialista, que encarnaban respectivamente para quien quisiera verlo el dilema de reforma o revolución, José Antonio escribió para un periódico nacional que llamaba al cierre de filas de todas las fuerzas monárquicas, lo siguiente:




    Aquí están los políticos a quienes nadie desconoce. Todos pasan de sexagenarios. Gobernaron decenas de veces. Casi ninguno sirvió para nada. Pero no escarmentaron. Piensan que una breve abstinencia –que ellos disfrazan de persecución- los redime del pasado inútil. (…)




    Los enanos han podido más que el gigante. Se le enredaron a los pies y lo echaron a tierra. Luego, le torturaron a aguijonazos. Y él, que era bueno, sensible, sencillo; él, que no estaba acorazado contra las miserias; él, que por ser muy hombre (muy humano) gozaba y padecía como los niños, inclinó su cabeza una mañana y no la alzó más.




    Ahora es la hora de los enanos. ¡Cómo se vengan del silencio a que los redujo! ¡Cómo se agitan, cómo babean, cómo se revuelcan impúdicamente en su venenoso regocijo! ¡Hay que tirarlo todo! ¡Que no quede ni rastro de lo que él hizo! Y los más ridículos de todos los enanos –los pedantes- sonríen irónicamente. (…).




    Toda esta mezquina gentecilla –abogadetes, politiquillos, escritorzuelos, mequetrefes- se perderá arrastrada por las aguas… (“La hora de los enanos”, en Obras de José Antonio, Madrid, MEC, 1970, pp. 3-4).




    En su primera incursión en el combate político, aunque nadie le hiciera el menor caso de momento, es patente que tenía pluma propia, con un estilo peculiar rebuscado, acorde con su temperamento perfeccionista y apasionado, porque su prosa rezuma una cierta elegancia y un tono conceptualista incluso cuando utiliza elementos chabacanos. Este carácter vehemente y apasionado de José Antonio que late en su prosa, también quedó demostrado en sus actos, porque por estas fechas, inopinadamente, le propinó un contundente guantazo al larguirucho y republicanoide general Queipo de Llano en un famoso Café de Madrid, el Lyon d´Or, por hablar desconsideradamente de su padre, lo que le costó su primer procesamiento ante un Consejo de Guerra. Pero, aunque podía utilizar bien los puños circunstancialmente, manejaba ya mucho mejor la pluma, procurando adornar siempre con un toque poético personal su discurso político, por muy nebuloso que todavía fuera su pensamiento.




    A diferencia de varios ex ministros de la Dictadura que al proclamarse la República el 14 de Abril salieron huyendo hacia el exilio, incluso antes de la partida del propio rey, José Antonio permaneció en Madrid desempeñando su actividad profesional al frente de su bufete de abogado y haciendo su vida normal como miembro de la Academia de Jurisprudencia (que perdió el título honorifico de Real en el proceso), asistiendo a las conferencias del Ateneo (de donde ha sido retirado su retrato con el asentimiento de un ex falangista renegado con apellido de héroe homérico) o concurriendo como socio a solazarse al selecto Club Puerta de Hierro. Incluso se podría decir que, dolido como estaba con la Corona por haber destituido a su padre, el advenimiento de la República contó con sus “simpatías” por haber barrido a la vieja clase política, y porque el nuevo régimen representaba para él, como para otros jóvenes de clase media que creían imprescindibles reformas sociales profundas, la posibilidad de “implantar una obra social revolucionaria nueva” que la Dictadura no había podido realizar. (Los entrecomillados están sacados del Proceso seguido contra José Antonio Primo de Rivera, AHN, FC, CG, Leg. 1501, Caja 2, que se reproduce en el apéndice documental).




    No fue, sin embargo, el deseo de contribuir con su aportación como diputado a sacar adelante las reformas sociales que consideraba imprescindibles, lo que le empujó a sobreponerse a su repulsión a la política activa para presentarse como candidato a las elecciones, sino la creación por las Cortes constituyentes de la Comisión de Responsabilidades para juzgar a los hombres de la Dictadura, dando así respuesta a las vagas acusaciones que flotaban en el ambiente contra los negocios, las francachelas y los atropellos supuestamente cometidos durante el régimen del General Primo de Rivera. Por eso, y tal como había hecho con éxito Calvo Sotelo, que desde el exilio en Lisboa consiguió un escaño por la circunscripción de la provincia de Orense en las elecciones constituyentes celebradas el 26 de Junio de 1931, se presentó como “candidato independiente”, aunque especificando que “católico y de derechas”, para cubrir en las elecciones parciales de Octubre una vacante en las Cortes constituyentes por la circunscripción de la ciudad de Madrid. La verdad es que no se calentó la cabeza preparando un rimbombante programa para engatusar incautos, porque el principal argumento de su campaña fue la defensa de la memoria de su padre, sin ningún subterfugio, como ilustra el siguiente manifiesto publicado en un periódico:




    Hay que juzgarlo y sentenciarlo todo. Pero he aquí lo extraordinario: la memoria del general Primo de Rivera en las Cortes tendrá cuatrocientos acusadores y “ningún defensor”. Los demás acusados podrán, al menos, designar quien los defienda; mi padre, no; porque muerto ya, no es siquiera parte en el proceso de las responsabilidades (…).




    Hay que conminar a los acusadores para que precisen con pruebas, valerosamente, sus cargos. No es lícito acusar vagamente, en las tertulias y en la Prensa, y rehuir luego el deber de justificar las acusaciones. Y es preciso después escuchar a la defensa.




    Sólo para eso (sin que por ello descuide todos los deberes, que sabré cumplir, para con Madrid y mis electores), quiero ir a las Cortes Constituyentes: para defender la memoria sagrada de mi padre. (ABC, edición de Andalucía, de 29-IX-1931).




    Este argumento, que fue el núcleo de toda su campaña, no fue el adecuado al caso, porque quien resultó vencedor no fue él, sino uno de sus contrincantes, el prestigioso académico Don Manuel Bartolomé de Cossío, que sacó casi el doble de votos. Era el candidato del Gobierno, que no estaba dispuesto a que pisara el Congreso de los Diputados ningún diputado defensor de la denostada Dictadura y su encarnación humana, ni que en esta primera ocasión electoral se visualizara su pérdida de apoyo popular por la política sectaria desplegada por la conjunción republicano-socialista gobernante, tanto en la capital de España como en las demás provincias, algo más de media docena, donde se celebraron estas elecciones parlamentarias parciales el domingo 5 de Octubre de 1931. Por eso el Gobierno, en la Prensa afín, enfatizó ante la opinión pública que la candidatura de José Antonio representaba la oposición frontal a la República, y para cerrarle el paso conformó electoralmente una especie de “frente único” republicano-socialista, y se sacó de la manga un candidato tan idóneo al caso como que había sido postulado como presidenciable, nada menos, aunque luego tan alta función recayó en el presidente del Gobierno provisional, Don Niceto Alcalá-Zamora, un hombre hecho a sí mismo, abogado de oficio y nacido en el bello pueblo andaluz de Priego de Córdoba. Ante esta descalificación gubernamental, José Antonio insistió, en sus declaraciones de campaña a la prensa, que su candidatura no “iba a combatir a la República ni al Gobierno”, lo que sin duda y paradójicamente le restó votos (ABC, 6-X-1931).




    Estas elecciones parciales del 5 de Octubre en la Capital se celebraron en un clima de absoluta normalidad, salvo un pintoresco incidente en el distrito de Palacio, donde se presentaron en el colegio electoral “dos elegantes y bellas señoritas” con la pretensión de emitir su voto para “demostrar a la señorita Kent que el sexo femenino está capacitado para ejercer la ciudadanía”. Pero, evidentemente, el presidente de la mesa no se lo permitió, con el sólido argumento de que, si bien “se había concedido el voto a la mujer, no regía todavía” en estas elecciones. El derecho a voto de la mujer en las mismas condiciones que los hombres había sido aprobado, efectivamente, por la Comisión de las Cortes constituyentes el 1 de Octubre de 1931. Ante la opinión pública, la diputada del Partido Radical Socialista Victoria Kent encarnó la postura de su oposición expresa y la diputada del Partido Radical de Lerroux Clara Campoamor, la de su defensa. Pero en el debate de la Comisión constitucional las posiciones de las minorías parlamentarias cambiaron y se rompió el mínimo consensus preexistente, porque la minoría parlamentaria del Partido Radical Socialista de Marcelino Domingo consiguió que la minoría parlamentaria del Partido Radical de Lerroux, que era la segunda fuerza más numerosa, secundara su posición, y al momento no tuvo empacho en justificar su postura de retrasar indefinidamente la aprobación del voto femenino, ya que a su entender la mujer en España “tiene una concepción política derechista y está influida por la Iglesia”, por lo que pondría en entredicho la viabilidad de la propia República. El Partido Radical Socialista, creado durante la Dictablanda por iniciativa de Marcelino Domingo, era la tercera fuerza política en las Cortes constituyentes, aunque luego por las disensiones internas terminó diluyéndose en otras fuerzas, como el Partido Radical Demócrata de Martínez Barrio que luego se trasformó en Unión Republicana, el de Izquierda Republicana de Azaña o en el PSOE. La minoría parlamentaria radical-socialista, con unos cincuenta diputados, era conocida por su actuación en las Cortes constituyentes como el grupo de los jabalíes por su irritabilidad y beligerante laicismo, y le sacaban tan buen provecho personal a su participación en el Gobierno provisional que sus miembros, casi todos de la secta del mandil, desempeñaron cargos muy relevantes. Además del flamante y competente ministro de Instrucción Pública Marcelino Domingo, contaba entre sus filas con políticos tan significados como Ángel Galarza, nombrado primer fiscal general de la República, luego Director general de Seguridad y posteriormente Ministro de Gobernación con Negrín. Pero el que ocupó los más altos cargos, a pesar de su manifiesta incompetencia como ministro de Fomento y luego de Justicia, fue Álvaro de Albornoz, elegido por las Cortes presidente del Tribunal de Garantías Constitucionales a pesar de redactar la ley que creó el órgano plagada de tantos errores jurídicos al acoplar las enmiendas aprobadas que fue necesario rectificarla rápidamente de tapadillo. Menos mal que el personaje, anticlerical hasta la médula a pesar de su benevolente apariencia, quedó retratado para la posteridad al desertar sorpresivamente de tan alta magistratura en el mismo momento que el Gobierno se vio obligado a decretar el estado de guerra para cortar en seco la proclamación de independencia de Cataluña por el president de la Generalitat.




    Ante el inesperado acuerdo de las dos minorías radicales en la cuestión del voto femenino, la minoría parlamentaria del PSOE, que era la primera fuerza de la Cámara, defendió que, “por cuestión de principios, entendía que democráticamente no se podía escamotear la concesión del voto a la mujer” como pretendían las dos minorías señaladas y, manos a la obra, consiguió el apoyo de la minoría vasco-navarra, de la minoría progresista y una parte de la minoría catalana, con lo que, finalmente lograron, por una diferencia de 25 votos a favor, la aprobación del derecho a sufragio activo de las mujeres mayores de 23 años, en igualdad de condiciones que los hombres, lo que luego recogió en el artículo 36 la Constitución de la Republica, aprobada el 9 de Diciembre de 1931. A cada santo le corresponde su reverencia. El presidente del Gobierno provisional y Presidente provisional de la República –las dos cosas-, Don Niceto Alcalá-Zamora, afirmó ante los periodistas que hacía veinte años que él lo había defendido, y votó ostensiblemente a favor (ABC, 2-X-1931). A lo que se ve, se puede perfectamente concluir que la postura parlamentaria del PSOE fue determinante para la concesión del voto a la mujer en ese momento, 1 de Octubre de 1931, con la ayuda y la oposición de los grupos parlamentarios señalados. A cada uno, lo suyo.




    En las elecciones parlamentarias parciales del 5 de Octubre, José Antonio ejerció su derecho a voto en el distrito de Congreso, en el colegio electoral instalado en la sede del Ministerio de Instrucción Pública, que estaba a dos pasos de su domicilio familiar de la calle de Los Madrazo, donde había montado una especie de oficina de campaña electoral en la que colaboraron entusiastamente varios taxistas para transportar a los propagandistas de su candidatura por los diversos distritos electorales. El escrutinio, realizado en la sede de la Calle Mayor de la Diputación provincial, le otorgó el escaño en liza al candidato gubernamental Manuel Bartolomé de Cossío por 56.406 votos, mientras que José Antonio quedó en segundo lugar con 28.651, pero para que le sirviera de consuelo, el candidato comunista y máximo dirigente del partido José Bullejos, que quedó en tercer lugar, apenas superó los seis mil votos. A pesar de no conseguir el escaño, a los periodistas les dijo que estaba “satisfechísimo” con los resultados, porque a pesar de que el Gobierno había puesto toda la carne en el asador, había perdido mucho apoyo popular y en cambio él había “obtenido una votación muy lucida” y, por lo tanto, mantenía su propósito “de seguir trabajando por el bien de España” (ABC, 6-X-1931).




    En realidad, la mayor parte de los votos de los defraudados en Madrid capital con la política sectaria de la conjunción republicano socialista gobernante, no fueron ni para José Antonio ni para José Bullejos, sino que se fueron directamente a la abstención. Y en el resto de las circunscripciones donde se celebraron estas elecciones parciales, tampoco la coalición gobernante salió mal parada, gracias sobre todo al apoyo conseguido por los socialistas. En Badajoz, por ejemplo, quien se llevó el escaño por mayoría aplastante fue la socialista Margarita Nelken, con nada menos que 47.232 votos. En Barcelona el catalanismo trasversal perjudicó a Martín Esteve, candidato de la Acción Republicana Catalana, que fue derrotado estrepitosamente por Pedro Rahola, el candidato de la Lliga Regionalista, que obtuvo con sus 28.562 votos el doble que su contrincante. Pero los socialistas, además de Badajoz, también ganaron el escaño en liza de Cáceres, con los 24.927 votos obtenidos por Pablo Valiente. Y en Granada no consiguieron uno, sino dos escaños, adjudicados a los profesores Juan Carreño y Rafael García Duarte, lo mismo que en Jaén, donde también salieron elegidos dos candidatos socialistas, José Piqueras y Domingo Latorre. Y el único escaño vacante en Valladolid también lo ganó el socialista José Garrote. Pese a que la candidatura de José Antonio era para el periódico suspendido El Siglo Futuro o para el diario ABC “la mejor bandera para los que quieren manifestar su indignación” por la política desplegada por la conjunción gobernante desde la proclamación de la República, todo lo que recordara a la pasada Dictadura y pretendiera perpetuar la memoria del desaparecido y denostado dictador, carecía de sólido apoyo electoral (ABC, 3 y 4-X-1931). A moro muerto, gran lanzada, que es lo propio del carácter español.




    Además de la amargura de la derrota, pese a decir en la Prensa lo contrario -nobleza obliga-, José Antonio experimentó en carne propia los métodos gubernativos de los nuevos gobernantes, porque, aunque se encontraban todavía en plena luna de miel, el 11 de Noviembre de 1931 se presentó la policía en su hotel de Chamartín de la Rosa para detenerlo, y como no lo encontró, le dejó el recado de que se presentara inmediatamente en la Dirección General de Seguridad. Y nada más entrar en la sede de la Puerta del Sol de semejante organismo de infausto recuerdo, regentado a la sazón por el radical-socialista Ángel Galarza, quedó detenido al momento. Al trascender la noticia, allí se presentó rápidamente el decano del Colegio de Abogados de Madrid, Ángel Ossorio y Gallardo, para interesarse por su situación, pero no hubo manera de que se formulara ningún cargo contra el detenido. A lo máximo que llegó el Señor Galarza, tan pródigo en detenciones ilegales como parco en palabras, fue decir a los periodistas que había sido detenido por orden del ministro de la Gobernación con otras dos personas, el beneficiado de la catedral de Madrid, Andrés de las Marías, y el Comandante de Infantería Francisco Rosales, pero que “era hiperbólico el calificativo de complot”, en lo que también coincidió el Presidente del Gobierno provisional (ABC, de 12-XI-1931), y finalmente fue puesto en libertad sin cargos. ¿Por qué esta detención? Muy fácil. A pesar de la aparente luna de miel del nuevo régimen republicano, los responsables del orden público estaban ensayando una nueva figura policial, la detención preventiva, que como todo el mundo sabe se da de coces con el principio político de presunción de inocencia, valor esencial de todo régimen constitucional de democracia liberal.




    El presidente del primer Gobierno provisional, Niceto Alcalá-Zamora, había dimitido porque estaba en desacuerdo con el laicismo beligerante que las Cortes querían imprimir al proyecto constitucional en la redacción del polémico artículo 24 sobre la cuestión religiosa, y con él también se marchó el ministro de la Gobernación, Miguel Maura, ambos católicos declarados y encarnación del partido Derecha Liberal Republicana. El 14 de Octubre, ante el rumor de la sorpresiva dimisión de Don Niceto Alcalá-Zamora, que el secretario de la Presidencia de la República, Rafael Sánchez-Guerra, no negó a los periodistas que le preguntaron sobre el asunto, Indalecio Prieto reaccionó rápidamente: se reunió sin pérdida de tiempo con los demás ministros del Gobierno y con el Presidente de las Cortes en su casa de la calle Carranza, a las cuatro de la tarde, y de este conciliábulo de hora y media salió cocinado el nuevo Gobierno presidido por Manuel Azaña. A continuación, en la sesión vespertina de las Cortes, Julián Besteiro dio formalmente cuenta a los diputados de la dimisión “irrevocable” de Don Niceto y para dar la apariencia de que nadie sabía muy bien qué hacer en semejante situación, Lerroux propuso sobre la marcha “dar un voto de confianza al presidente de la Cámara para que resuelva la crisis según su leal saber y entender”. Y ni que fuera mano de santo, el presidente de las Cortes, profesor Besteiro, que había sido el máximo dirigente del PSOE y de la UGT durante la Dictadura, se reunió en privado con los jefes de las minorías parlamentarias e inmediatamente le encargó formar gobierno a Manuel Azaña, líder del minúsculo partido Acción Republicana, quien como ya tenía la lista de los ministros en el bolsillo se la distribuyó a los periodistas antes de pronunciar un breve discurso prometiendo gobernar para “todos los españoles, republicanos y no republicanos”. Los diputados, puestos en pie, le tributaron una gran ovación y el presidente de las Cortes propuso a continuación que constara en acta la gratitud de la Cámara para los que habían abandonado “el banco azul” y “también el voto clamoroso de confianza al Gobierno”, lo que también fue unánimemente aplaudido por los presentes. No se efectuó ninguna votación nominal de investidura, porque nadie la reclamó. Así que, por este singular procedimiento del aplauso espontáneo, quedó investido el nuevo presidente del gobierno provisional y jefe del minúsculo partido Acción Republicana, Don Manuel Azaña Díaz, la revelación de la oratoria en unas Cortes constituyentes con el “alma más ingenua e infantil que haya tenido ningún parlamento del mundo”, en opinión de un contemporáneo presente en el acto, el socialista Gabriel Mario de Coca. La púrpura exige mantener las formas y el decoro parlamentario, y al terminar el acto el Presidente Besteiro declaró a la Prensa que la crisis “se ha desarrollado a la luz pública y sin misterios de ninguna clase” (ABC, 15-X-1931), pero la verdad es que se cocinó antes en casa de Indalecio Prieto con la aquiescencia de Lerroux, y los diputados se limitaron a hacer el papel de comparsas aplaudiendo todo lo que quisieron, pero sin abrir la boca ni para emitir un monosílabo.




    Rafael Sánchez-Guerra, aunque también era católico confesado como Don Niceto Alcalá-Zamora y Miguel Maura, no tuvo ningún escrúpulo de conciencia para seguir en su puesto en el rebautizado como Palacio Nacional de la Plaza de Oriente, y en 1935 alcanzó el inmenso honor de presidir el Real Madrid, pero el tiempo, como sabemos los que peinamos canas, no perdona y en la vejez le sobrevino el arrepentimiento, volvió a España y terminó profesando de fraile dominico en un convento de Navarra. La de vueltas que da la vida, aunque uno pretenda emular a Don Tancredo.




    Tanto al Presidente del nuevo de Gobierno, Manuel Azaña, como a su alter ego y nuevo ministro de la Gobernación, Santiago Casares Quiroga, también les gustaba presumir de liberales, como a sus homólogos del anterior, porque católicos no eran. Pero en este caso, eran sólo liberales de boquilla como demuestran los hechos, porque el de José Antonio no fue el único caso de detención ilegal. El Derecho Constitucional para estos dos cínicos y prepotentes políticos con formación jurídica, se podía retorcer tanto desde el Poder que se volvía del revés. Las detenciones gubernativas con el susodicho ministro de la Gobernación, si se contabilizaran, se podían contar por unidades de millar, y todos ellos, detenidos por sorpresa, sin ninguna acusación y encerrados en la más absoluta indefensión. ¡Hay que ver lo que se lleva dentro o se aprende fuera de la universidad!




    Al no conseguir un puesto en el Parlamento para defender la memoria de su padre, José Antonio asumió la defensa ante la Comisión de Responsabilidades de las Cortes constituyentes del ex Ministro de Justicia encarcelado, a pesar de su avanzada edad, Don Galo Ponte, lo que le permitió defender también indirectamente a Calvo Sotelo, procesado a pesar de su condición de diputado electo in partibus, y a través de ambos, al General Primo de Rivera y a su régimen.




    Si prescindimos de lo accesorio, los principales cargos imputados por la Comisión de Responsabilidades a Don Galo Ponte, igual que a Calvo Sotelo, se basaban en haber aceptado el cargo de ministro de un poder ilegítimo, contribuyendo con ello a perpetuarlo y cometer en el ejercicio del cargo actos inconstitucionales injustos. Y la defensa de su inocencia por parte de José Antonio, consistió en argumentar que ni él ni nadie pudo “delinquir contra la Constitución del 76, porque aquella Constitución no existía” desde el momento que fue “rota, subvertida, derrocada” por el golpe de Estado del 13 de Septiembre de 1923, aunque no fuera formalmente derogada. Y para fundamentar la validez del Derecho creado por decreto durante la Dictadura, una vez subvertida la fuente constitucional de la que antes emanaba, apeló a la teoría de la unidad jerárquica del orden jurídico de Kelsen y a la de las fuentes originarias del Derecho de Stammler, para terminar dándole a la Comisión de Responsabilidades, “un Tribunal de políticos”, como empezó denominándola, a beber su propia medicina, al poner como ejemplo ilustrativo el caso de la proclamación de la propia República:




    Nadie puede poner en duda su legitimidad, y, sin embargo, como empecéis a escudriñar en sus orígenes, no encontraréis manera de empalmarla con el orden que regía a su advenimiento. Recordad que ninguna norma constitucional preexistente asignaba a las elecciones municipales un efecto tan exorbitante como el cambio de régimen. Recordad, además, que la mayoría electoral de todo el país fue favorable a los candidatos republicanos. Recordad, por último, los defectos procesales con que la República se implantó: en la Gaceta del 15 de abril de 1931, un decreto firmado por el Comité revolucionario, nombraba presidente del Gobierno provisional a don Niceto Alcalá-Zamora. Y a continuación, el señor Alcalá-Zamora, por virtud de otro decreto, designaba ministros a los miembros del mismo Comité revolucionario que acababa de investirle. Un legista maniático señalaría en todos estos trámites innumerables vicios de nulidad: el Comité revolucionario no era órgano constitucional competente para designar primer magistrado; éste no podía nombrar ministros a aquellos mismos de quienes recibía la autoridad; será nula, por consecuencia, la constitución del Consejo de ministros, y nula la convocatoria de Cortes, y nulas las Cortes Constituyentes… Pero, ¿quién podrá, en serio, divertirse con tales cavilaciones? Ved a qué pintorescas salidas lleva este modo de entender la técnica del Derecho: la República española es jurídicamente inexistente; y como lo fue -¡qué duda cabe!- la Dictadura, resulta que España sigue siendo una Monarquía constitucional regida por el Código del 76, y el presidente de su Consejo de ministros, don Manuel García Prieto. ¿Quién nos lo hubiera dicho cuando vino a declarar aquí la otra mañana? (Las responsabilidades políticas de la Dictadura. Un proceso histórico. Informe de José Antonio Primo de Rivera, Librería San Martín, Madrid, 1933, pp. 58-59).




    Desbaratada tan brillantemente la acusación de delinquir contra la Constitución por aceptar el cargo de ministro y legislar sin las Cortes, quedaba por dilucidar la de alta traición esgrimida por el fiscal, y la de responsabilidad en la gestión ministerial. Respecto a la alta traición, además de demostrar que tal acusación estaba mal fundamentada en el artículo 16 del Código Penal porque no contemplaba esa figura delictiva, apeló al sentido común para poner de relieve que era sencillamente absurda: “¿podrá alguien decir que si don Galo Ponte se hubiera negado a ser ministro en 1925 hubiera sido imposible implantar una Dictadura en septiembre de 1923?”. Y por lo que se refiere a la acusación de gobernar contra el bien público atropellando los derechos individuales con multas y deportaciones, argumentó que para que fueran punibles esos hechos, la Comisión instructora tenía que haber probado su existencia concreta y demostrar que en ellos había malicia en la intencionalidad del procesado, pero en vez de atenerse a este procedimiento recurrió a las vaguedades conocidas de todos. En este caso, el defensor dejó claro que una cosa es el desahogo popular contra la Dictadura como encarnación de todos los males habidos y por haber, y otra un proceso judicial, aunque quienes desempeñen el papel de jueces sean políticos, donde “no es lícito acoger en resultandos ni considerandos una sola palabra que no tenga su antecedente en la instrucción sumarial, su consecuencia en el fallo”. Este recordatorio procedimental cobra todo su sentido en relación con la rotunda afirmación con que empezó su informe: “Sois un Tribunal de políticos”, para ilustrar su falta de independencia y ecuanimidad.




    A la vista de esta defensa, presentada el 26 de Noviembre de 1932 ante el Tribunal Parlamentario de Responsabilidades, no hay más remedio que reconocer que no estuvo nada mal, a pesar de su juventud e inexperiencia, si no tenemos en cuenta el fallo condenatorio y consideramos las circunstancias personales. Pero es que no solo le gustaba, sino que amaba su profesión de abogado. Y con la política terminó pasándole lo mismo que con el Derecho, que se convirtió en una pasión, pero en este aspecto tampoco es tan singular su caso, porque la mayoría de los políticos suelen haber pasado antes por las Facultades de Derecho a ambos lados del Atlántico, aunque a algunos ni se les nota.




    Las circunstancias personales aludidas nos permiten atisbar lo democrática y garantista de los derechos fundamentales que era la República regida por el Gobierno de Azaña, dicho sea esto con ironía, teniendo el control del orden público en sus manos Casares Quiroga, Santiaguito para sus distinguidos amigos coruñeses, con las espaldas cubiertas por la Ley de Defensa de la República. Menudo invento. Apenas instalado en la Presidencia del Gobierno, Azaña pergeñó un proyecto presentado a la Cámara el 21 de Octubre de 1931 que fue aprobado rápidamente por el trámite de urgencia y sin rechistar por las Cortes, con tan solo cuatro votos en contra. Pero lo que las Cortes constituyentes votaron de manera irreflexiva y apremiante fue un engendro monstruoso que le permitirá al Gobierno transformar a su antojo un régimen constitucional, formalmente democrático y parlamentario, en una dictadura encubierta. Con esta ley en la mano, si el Gobierno quería, prácticamente todo podía ser delictivo, desde las palabras a los gestos. Y la prueba de que lo quería y lo hacía es que el cierre gubernativo de periódicos, sin previo aviso y ninguna formalidad administrativa, se convirtió en una plaga tan asoladora como la de la langosta sobre la cosecha. Los periódicos de ámbito nacional fueron suspendidos reiteradamente por sus veleidades críticas, desde ABC o El Debate por una banda al Mundo Obrero por la otra, y los de perímetro provincial se cuentan por decenas. No es extraño que el periódico que sufrió en carne propia este rigorismo gubernativo afirmara, al volver a la luz del día, lo siguiente: “no se ha hecho jamás contra la libertad de la Prensa nada tan grave como el sistema de las suspensiones gubernativas” (ABC, 1-IV-1932). ¿Democracia sin libertad de Prensa? Pero…, a qué jugamos, señores.




    Los valores democráticos no se improvisan en una nación. Aunque resulte insólito, la calificación de dictadura encubierta define la realidad de la República, pero a quien no le guste puede sustituirla por otra denominación menos expresiva porque es más técnica, pero tan significativa: democracia totalitaria, rótulo que no incurre en contradicción de términos si, además de leer algo, sabemos realmente de dónde venimos y aunque no sepamos a dónde vamos. Además de triturar la libertad de Prensa, la presunción de inocencia se invirtió con los considerados desafectos, hasta el punto de que los confinamientos en los lugares más recónditos e inhóspitos y las detenciones gubernativas sin respetar ninguna formalidad procedimental, se contarían también por millares. Y, por supuesto, todavía se empleaba más mano dura con los partidarios de mantenerse en forma practicando la “gimnasia revolucionaria”, como los centros obreros anarcosindicalistas, empeñados en rechazar de plano y desde el principio la “República burguesa” y desencadenar la revolución social. La Guardia Civil tenía orden del referido ministro de disparar “con toda precisión y eficacia” contra los que desatendieran el alto en los campos andaluces, aunque anduvieran como almas en pena buscando un cacho de pan, porque trabajo no lo encontraban ni con la tutela efectiva de la Divina Providencia. Leña al mono para que hable inglés, aunque el materialismo estomacal no le permita el sosiego. Las Cortes no sólo apoyaban al Gobierno, sino que lo jaleaban impúdicamente por mucho que se le fuera la mano, como se le fue, y mucho, en Casas Viejas, la aldea del crimen, por ejemplo. El Gobierno se confundía deliberadamente con el régimen, y criticar su actuación era para los ufanos gobernantes minar la propia República, porque se envolvían con la bandera tricolor sin el menor rubor para disfrutar de las prebendas del Poder. Así que no le faltaba su buena parte de razón a un personaje novelesco creado por un reputado periodista político cuando afirmaba con toda crudeza: “nos gobiernan ignorantes audaces, enamorados de sus magníficos automóviles con radio y con calefacción”. Aunque parezca mentira, también hay literatura crítica e intelectuales críticos con la republicana arcadia feliz emergente. Unamuno, Don Miguel, culo de mal asiento incluso como diputado constituyente porque era libérrimo de criterio, ya se lo había advertido a un colega deambulando por el pasillo del Congreso, llamado de los pasos perdidos, que rodea el hemiciclo: la constitución que estaban haciendo debiera escribirse en papel de lija, para que nadie se limpiara el culo con ella, empezando por el Gobierno.




    Simplemente, por su ascendencia familiar, José Antonio y su hermano Miguel fueron detenidos por la policía el 11 de Agosto de 1932 en San Sebastián, al sospechar el susodicho ministro del ramo que podían estar implicados en la Sanjurjada, siendo trasladados a Madrid y mantenidos en prisión hasta el 23 de Noviembre, pero sin ser acusados de nada para que los jueces no pudieran meter las narices en el asunto. Un buen pico: tres meses a la sombra sin ser procesado y sin derecho a rechistar. A lo que se ve, el hábeas corpus, sacralizado ya por los ingleses en el siglo XVII, todavía no formaba parte de la cultura liberal de los ufanos gobernantes republicanos españoles en pleno siglo XX, por mucho que la Constitución lo garantizara, ni siquiera cuando el penitente era un abogado en ejercicio. Encerrado en la Cárcel Modelo de Madrid, el 13 de Septiembre de 1932 José Antonio le contestó por carta a su amigo Ramón Serrano Suñer que “no he tomado la más mínima parte en los sucesos determinantes de mi encarcelamiento”, sencillamente “porque estimo a España atrasadísima para la implantación de un sistema autoritario y desde luego no consideraba capaces para dirigirlo a los organizadores de este movimiento” (Carta autógrafa reproducida por Ignacio Merino en su biografía de Serrano Suñer, ya citada).




    Hasta que el ministro de Gobernación Casares Quiroga no rebuscó debajo de las piedras y se convenció, “por falta absoluta de pruebas, por comprobación absoluta de que no teníamos nada que ver con aquel movimiento”, como confesó el propio José Antonio en el último juicio que tuvo que soportar, no los soltó, a pesar de la persistente intercesión del decano del Colegio de abogados de Madrid, y cuando les abrió por fin la puerta de la prisión, casi se lo tuvieron que agradecer los detenidos y el intercesor. El mundo al revés: en vez de presunción de inocencia, presunción de culpabilidad, y al trullo por orden gubernativa. Pero esta labor del decano tiene su mérito, porque era la segunda vez que lo hacía, y era el mismo, curiosamente, que había sido encarcelado por el padre del detenido, el dictador, por criticarlo, como ya sabemos, pero con el estado de guerra en vigor y por tanto con los derechos constitucionales suspendidos para que todo el mundo supiera a qué atenerse. Venga, pues, aquí Cervantes, que también sufrió los rigores de la prisión, a echarnos una mano, a ver si lo entendemos: “Pasméme, quedé suspenso cuando vi que los pastores eran los lobos y que despedazaban el ganado los mismos que lo habían de guardar”. Mal andamos cuando los perros dicen lo que los humanos callan.




    Ante estas maneras gubernamentales no es extraño que José Antonio venciera sus escrúpulos para lanzarse a la política activa contra este régimen de libertades tan peculiar, al haber experimentado en carne propia sus bondades, pasando en esta segunda detención gubernativa tres meses a la sombra sin intervención judicial. Y tampoco es raro que, en sus primeros escritos de combate político, en vez de criticar directamente al Gobierno y al régimen de la República española, que sería lo propio y moralmente lícito porque es un derecho subjetivo que no puede coartar el derecho positivo en una democracia, critique de forma genérica el Estado demoliberal. ¿Por qué? Sencillamente, porque ni el Gobierno de Azaña ni la República eran criticables en letra de molde, ya que la Censura gubernativa previa no permitía más que la adulación o la tergiversación para mantener la ficción de una República oceánica, querida y aplaudida por la aplastante inmensa mayoría, para inhibir así la resistencia de una ínfima minoría que los gobernantes reputaban inintegrable y descarriada para mantener su estatus y sus intereses, negándose a fundirse con las masas, a ser pueblo. Una técnica de poder empleada por el ministro de la Gobernación, perfectamente homologable a la del fascismo mussoliniano, y que tiene sus antecedentes en la Convention Montagnard del Año II de la primera República francesa.




    Los orígenes y las preferencias personales también cuentan, para los que mandan y para los que los tienen que soportar. El nombre del ministro de la Gobernación, Casares Quiroga, en la Logia masónica a que pertenecía no era otro que el de Saint-Just, dirigente montagnard famoso por su obsesivo empeño de cortar cabezas de monárquicos reaccionarios y descristianizar Francia durante el Gobierno del Terror, de lo que se deduce que lo admiraba. ¿Qué podían esperar los disidentes? Palo y tente tieso con todo bicho viviente. En su ciudad natal, sin embargo, se le venera y rinde culto como un santón laico en su propia casa de bon bourgeois de la calle Panaderas, denominación que de momento no ha sido aún galeguizada, pero, aunque el camino sea largo, al paso que vamos, todo se andará. Para los anticatólicos impenitentes y laicistas contumaces, el personaje se merece de sobra todas las reverencias, porque mientras se mantuvo al frente del ministerio de Gobernación, los alcaldes que quisieron no tuvieron ningún impedimento por su parte para prohibir la celebración de las procesiones de Semana Santa, ni siquiera, aunque fuera en un pueblo tan andaluz como el de San Fernando, donde las Cofradías en 1932 no pudieron sacar los pasos a la calle. Y donde se decidió respetar la tradición de esta elevada manifestación de religiosidad popular y creatividad artística, como en Sevilla, el alcalde se encontró con graves incidentes provocados al Paso del Cristo por la calle Sierpes por un grupúsculo de comunistas libertarios, mientras que el Paso de la Virgen al llegar a la catedral, se encontró con la explosión de varios petardos y disparos efectuados por un grupo de anarcosindicalistas. Y como el orden público siempre lo justifica todo, los alcaldes tenían las manos libres para prohibir lo que quisieran, porque los gobernadores civiles en este asunto los respaldaban plenamente o se lavaban las manos como Poncio Pilato. Así que, en muchas localidades, ni procesiones de Semana Santa ni cualquier otro acto religioso fuera del templo el resto del año, incluido el repique de campanas o el toque a duelo para enterrar a los muertos en un remoto pueblo de la geografía rural española, por mucho que se llamara precisamente Campanario y su alcalde fuera socialista. Pues…, venga: ¡que vivan los que mandan!, como dirían en mi pueblo.


  




  

    
2.
Crítica del absolutismo democrático republicano: la solución integradora frente a la política de la división y el odio.





    La libertad no puede vivir sin el amparo de un principio fuerte, permanente. Cuando los principios cambian con los vaivenes de la opinión, sólo hay libertad para los acordes con la mayoría. Las minorías están llamadas a sufrir y callar.


    
 J.A. Primo de Rivera, 1933.




    La primera crítica de José Antonio al Estado demoliberal, a cuyo arquetipo respondía en términos generales la Constitución republicana de 1931, que para alardear de sectarismo empezaba definiendo el régimen como “una República de trabajadores de todas clases”, apareció en un artículo titulado Orientaciones: hacia un nuevo Estado, el 16 de Marzo de 1933, sin firma de autor, publicado en el primer número de la revista El Fascio, promovida por el propio José Antonio Primo de Rivera y dirigida por el periodista Manuel Delgado Barreto, asesor literario del dictador en la redacción de sus famosas Notas oficiosas y director de La Nación, periódico creado por los entusiastas defensores de la Dictadura para que fuera su órgano de prensa oficioso. La revista creada por Delgado Barreto, que no tuvo continuidad porque fue “secuestrada y prohibida la publicación por el Gobierno” (Guillermo Cabanellas, 1975, p. 240), pretendía ser el embrión de un movimiento fascista, aunque inspirado en el régimen mussoliniano, con un marcado carácter españolista, tal como da a entender el rótulo Haz Hispano de la cabecera y el propio artículo de José Antonio, en el que tras criticar el “absolutismo democrático” en el que las “minorías están llamadas a sufrir y callar”, y quien se atreve a criticar “puede ser tachado de díscolo peligroso”, afirma que “el régimen de las mayorías”, genera por el hecho de la lucha electoral, división y odio, que son incompatibles con el principio de la fraternidad y del patriotismo. Ante esta realidad patente, postula la creación de un nuevo Estado basado en el principio de la Unidad de todos, fundidos en la idea de una Patria como totalidad histórica común. Ese nuevo Estado tiene como fin salvaguardar el principio de la Unidad, y como forma, un régimen corporativo encarnado en la sociedad que garantice la “solidaridad nacional” fraternalmente, desterrando la “lucha de clases”, y la “pugna enconada de partidos”. En resumen y en una sola frase: “La Patria es una totalidad histórica, donde todos nos fundimos, superior a cada uno de nosotros y a cada uno de nuestros grupos”. Pero tal y como aclara finalmente, no se trata de una Dictadura comisoria, excepcional, para superar una crisis grave, sino de implantar un nuevo sistema con voluntad de “permanencia”.




    El fascismo no era concebido ya en este momento por José Antonio como una solución de emergencia, como “un régimen esporádico”, sino con pretensión de permanecer y consolidarse. Porque el fascismo, como régimen político, según otro de los redactores de la revista, Ernesto Giménez Caballero, significaba “el triunfo de lo social”, pero “nacionalizado, universalizado, racionalizado”, a diferencia de lo que postulaban los movimientos izquierdistas, anclados en el dogma antipatriótico del internacionalismo proletario. Por eso, los trabajadores con el fascismo se convertirían en la “primera clase social” (“El sentido social del fascismo”, en El Fascio. Haz hispano, núm. 1, de 16-III-1933). En este primer y único número publicado de la revista, se ilustraba gráficamente también el principio del caudillaje consustancial al fascismo, con tres viñetas correspondientes a Italia, Alemania y España, ocupadas las dos primeras, respectivamente, por los retratos de Mussolini y de Hitler, y con un signo de interrogación la tercera.




    A la vista de los ocurrido en Alemania, donde el Partido Nazi había alcanzado el Poder pese a las maniobras del Presidente Hindenburg para que Hitler no ocupara la Cancillería, el Gobierno de Azaña, instigado por los socialistas, optó por cortar en seco esta iniciativa de crear un movimiento fascista en España.




    La revista El Fascio promovida por José Antonio como un instrumento de proselitismo ideológico destinado a aglutinar a quienes se inclinaban por la oposición frontal a la República, contaba con otros profesionales del periodismo en su redacción, como el colaborador y ex corresponsal de ABC en Roma, Rafael Sánchez Mazas, o Juan Aparicio, que había trabajado en el influyente diario católico El Debate. Pero ni siquiera el primer y único número impreso pudo ser leído por el público, porque salvo los ejemplares que ya habían sido enviados a provincias, la Dirección general de Seguridad secuestró toda la tirada antes de salir a la luz del día.




    La incógnita del liderazgo del movimiento fascista español en ciernes, que aparecía con un signo de interrogación en la viñeta de la revista El Fascio, se resolvió pronto, porque el propio José Antonio se descartó como caudillo fascista. En carta remitida al director de ABC, Juan Ignacio Luca de Tena, para que la publicara en su diario, aseguraba “contra los rumores circulados estos días, que no aspiro a una plaza en la jefatura del fascio que se asoma”, porque creía que su vocación intelectual “es de las que peor se compaginan con la de caudillo”, aclarando de paso que el fascismo, para él, no era una táctica -la violencia-, sino una idea -la unidad-, frente a la lucha de clases defendida por el marxismo o la lucha partidista propia del demo-liberalismo. Sencillamente, porque considera que por encima de las clases y de los partidos “hay algo de naturaleza permanente, trascendente, suprema: la unidad histórica llamada Patria”. Y si para algo había nacido el fascismo era precisamente para encender en el individuo esa “fe colectiva, integradora, nacional” (ABC, 22-III-1933).
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